
Año 3 N úmero 15

Voluntariedad
Designación

Rapidez
Reducción Costes

Carácter Vinculante
Ejecutabilidad

Boletín Oficial

Agrupación Técnica Profesional
- MECIMER -

«Business Mediator-Mediador Civil y Mercantil»

Resolución de Conflictos
Proceso Extrajudicial
Alternativa Libre de Actuación
Comunicación, Equilibrio, Empatía
Dialogadas Soluciones
Acuerdo Voluntario entre las Partes

Julio/Agosto 2019



DE LA
AGRUPACIÓN TÉCNICA PROFESIONAL

DE
BUSINESS MEDIATOR-MEDIADORES CIVILES Y MERCANTILES

Boletín Oficial

Ejemplar:   Gratuito

Recepción: Periódico

Edición:     MECIMER

Imprime:    Gráficas Alhorí

            Ángeles Carrillo Baeza

D.L.:          En trámite

Redacción y Administración

C/ Atocha nº 20-4º-Derecha

28012 MADRID

Telf. Corp.: 91 457 29 29

E-mail: mecimer@atp-guiainmobiliaria.com Web: www.atp-mecimer.com

La Agrupación Técnica Profesional de Business Mediator-Mediadores Civiles y Mercantiles ha adoptado las medidas y niveles de seguridad de protección del REGLAMENTO EUROPEO
(UE) 2016/679. Los datos personales proporcionados por usted son objeto de tratamiento automatizado y se incorporan a un fichero titularidad de la Agrupación Técnica Profesional de
Business Mediator-Mediadores Civiles y Mercantiles, que es asimismo la entidad responsable del mismo, inscrito en el Registro General de la Agencia Española de Protección de Datos.
Usted podrá ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y en su caso, oposición, enviando una solicitud por escrito, acompañada de la fotocopia de su D.N.I., dirigida a
la Calle Atocha, nº20-4º-Derecha, Código Postal 28012, de Madrid. Para el caso de que quiera realizarnos alguna consulta o sugerencia lo puede realizar en la siguiente dirección de correo
electrónico: mecimer@atp-guiainmobiliaria.com

S
u

m
a

ri
o

Julio/Agosto  2019
AÑO 3  NÚMERO 15

Boletín Oficial
MECIMER

2

Actualidad Corporativa ..........................................................

«ATP- Agrupación Técnica Profesional»: INFORMA

Horario estival de consultoría Jurídica y Gabinetes Consultores,
para la plena cobertura  profesional  de los T itulados
Profesionales Diplomados pertenecientes a los Colectivos
adscr itos  a la Agrupación Técnica Profesional -ATP- .

Actualidad .................................................................................

Alcance de cobertura de seguro de defensa jurídica ...................

Form ular io  de  in scr i pc ión en  e l  Regi s t ro  Mercantil de
profesionales que prestan servicios a sociedades.........................

Directiva sobre suministro de contenidos o servicios digitales......

Información general ... .................................................................

Crédito público y plan de pagos.............................................................

Transmisión de negocio sin transmisión del local ........................

Formación Continuada ...............................................................

Nuevo reglamento europeo para confl ictos famil iares
internacionales: entrada en vigor y puntos de interés.................

Los nombres de dominio en Internet como signo distintivo
del empresario.............................................................................................

Cuestionario Formativo.-  Formulación de preguntas
referentes al Área de Formación Continuada .....................................

Consultorio Formativo .............................................................

Sección dedicada a responder desde un punto de vista
formativo y práctico, cuestiones variadas de actualidad,
surgidas dudas y consultas planteadas en el ejercicio de
la actividad de nuestros profesionales.

Respuestas correctoras correspondientes al Área de
Formación Continuada .....................................................................

págs. 3-4

págs. 5-9

pag.5

pags.6-7

pags.7-9

págs. 10-12

págs. 10-11

pág. 12

págs. 13-22

págs. 13-17

págs. 18-21

pág. 22

pág. 23

pág. 23

mailto:mecimer@atp-guiainmobiliaria.com
http://www.atp-mecimer.com
mailto:mecimer@atp-guiainmobiliaria.com


3

INFORMA

ATP
AGRUPACIÓN TÉCNICA PROFESIONAL

Corporativa
ACTUALIDAD

ATP, Julio de 2019
Distinguido/a Sr./a:

En primer lugar quiero aprovechar esta ocasión para saludarle y presentarle mis respetos.

El motivo de esta misiva es que, dado que estamos en periodo estival y con la finalidad de
garantizar plena cobertura profesional a todos los Titulados Profesionales Diplomados pertenecientes
a los Colectivos adscritos a la Agrupación Técnica Profesional -ATP- y que figuran relacionados
en el encabezamiento, dando totalidad de servicios en este tiempo estival y más concretamente
en su mes de Agosto del año en curso, es por lo que me dirijo a Vd. como máximo responsable de
esta Entidad y su organización, para exponerle y detallarle las Consultorías Jurídicas y Gabinetes
Profesionales Consultores, así como sus Responsables, las cuales estarán a su entera disposición
para cuanto les precise.

Es como sigue:

ÁMBITO DE APLICACIÓN TERRITORIO NACIONAL EN GENERAL

Consultorías Jurídicas y Gabinetes Profesionales Consultores

Disposición de Línea Especial Asignada: Nº 902 929 150

Del 01 al 04-08-19 ........... Todo el equipo con normalidad
Del 05 al 11-08-19 ........... Sr. Letrado D. Eduardo Guitart Calpe
Del 12 al 18-08-19 ........... Sra. Letrada Dª. Inmaculada Mora March
Del 19 al 25-08-19 ........... Sr. Letrado D. Manuel Barba Moreno
Del 26 al 31-08-19 ........... Todo el equipo con normalidad

...//...

notificaciones@ferranabogados.comZona de Aplicación
General Nacional:

IMPORTANTE.- En todo caso durante el mes de Agosto preferible las consultas por E-mail:

} 96 334 47 31

E-MAIL URGENCIAS: notificaciones@ferranabogados.com

mailto:notificaciones@ferranabogados.com
mailto:notificaciones@ferranabogados.com


4
Gabinetes Jurídicos y Profesionales Consultores

Sr. Letrado D. Rafael Mora Luzón
Sra. Letrada Dña. Mª Teresa Pomar Miró

Móvil: 654 633 245.- E-mail: rafaelmora.luzon@icaib.org
Horario Mes de Agosto.- Lunes y Miércoles de 10’00 horas a 12’00 horas.

Gabinetes Económico-Fiscal-Contable y Laboral-Social

Sr. José Ramón Rodrigo Martínez (Económico, Fiscal, Contable)
Sr. Raúl Rodrigo Martínez (Laboral, Social)

Teléfono: 96 393 57 43.- E-mail: atp-cpes@atp-guiainmobiliaria.com
Horario Oficina Mes de Julio (Del 01 al 31-07-2019).- Lunes a Viernes de 9’00 horas a 14’00 horas.
Horario Oficina Mes de Agosto (Del 01 al 31-08-2019).- Cerrado.
Horario Oficina Mes de Septiembre (Del 01 al 15-09-2019).- Lunes a Viernes de 9’00 horas a 14’00 horas.

Económico-Fiscal-Contable: 626 753 380 (Móvil)
Laboral-Social: 653 322 929 (Móvil)

ÁREA ARQUITECTURA Y TASACIONES-TASACIONES JUDICIALES

Consultoría Parte Técnica Tasaciones en General

Arquitecto Superior.- D. Sebastià Font Trobat

Telf./Fax: 971 49 58 76.- Móvil: 658 218 590.- E-mail: sfont@coaib.es
Horario Mes de Agosto.- Lunes y Miércoles de 10’00 horas a 12’00 horas.

Consultoría de Actuación Procesal en Tasaciones Judiciales

Gabinetes Sres. Letrados Ferran González & Asociados
Gabinetes Sr. Letrado Rafael Mora Luzón

Es notorio hacerles reseñar que pueden utilizar cualquiera de los Gabinetes que se detallan,  por ser
su ámbito de aplicación Nacional, eligiendo en cada caso el que mejor se adapte a su propia necesidad.

Es mi deseo personal y el de todos los Profesionales que componen la Agrupación Técnica
Profesional -ATP-, de que con la relación de Servicios de Consultoría descrita, tenga y obtenga la
garantía de prestación de los mismos que Vd. precise. Al mismo tiempo aprovecho esta singular
oportunidad para que, en nombre de todos los Profesionales que componemos esta gran familia,
desearles un feliz periodo estival.

Con mis mayores respetos para Vd., reciba un fuerte abrazo.

...//...

Esta Reestructuración de Organización, amén del periodo estival,
se mantendrá vigente a su vez a partir de Septiembre 2019

Fdo.- Francisco Sanfrancisco Gil
-Dirección General-

Teléfonos de Urgencias para temas

mailto:rafaelmora.luzon@icaib.org
mailto:atp-cpes@atp-guiainmobiliaria.com
mailto:sfont@coaib.es
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Alcance de cobertura de seguro
de defensa jurídica

El TS considera que, la cobertura del
seguro de defensa jurídica incluye, el
abono de los gastos que comporta un
profesional de libre designación. Toda
la unidad familiar resulta asegurada
con la defensa jurídica.

Señala la Sala, en su Sentencia de
27 de junio de 2019, y siguiendo la
doctrina también aplicada en primera
instancia,  que, con carácter general
la dirección jurídica del asegurado
puede ser asumida por la aseguradora
a  t ra vés  de  dos  i n s t r umen t o s
contractuales, a saber, de un lado, en
función del seguro de responsabilidad
civil, y de otro, en virtud del seguro
de defensa jurídica: el primero se
rige por e l  art . 74 de la Ley de
contrato de Seguro, y el segundo por
la regulación comprendida en la misma
Ley a partir de la reforma operada
por la Ley 19 de diciembre de 1990
en el art. 76 a ) 76 g).

En el primero de los supuestos el
asegurador, salvo pacto en contrario,
asumirá la dirección jurídica frente a
las reclamaciones del asegurado, y
en el segundo de los supuestos rige
el  pr inc ipio de l ibre elección de
profesionales o la asunción por el
propio asegurador de tal obligación.

Así,  la  diferencia  entre ambas
modalidades es que la primera forma
parte y es accesoria del seguro de
responsabilidad civil, mientras que la
segunda se conforma como un contrato
de seguro autónomo, exigiéndose que
sea objeto de un contrato independiente,
y en el supuesto de que se incluya en
el de responsabilidad civil, que se
configure en un capítulo aparte dentro
de la póliza única, especificándose el
contenido de la defensa jurídica
garantizada, más amplia sin duda que
en el caso anterior, así como la prima
que corresponde.
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Formulario de inscripción en el
Registro Mercantil de profesionales
que prestan servicios a sociedades

E l  d í a  7  d e  a g o sto  f i n a l i z a b a  e l
p lazo de  con s u l ta  p ú b l i c a  s o b r e  e l
f o r m u l a r i o  d e  i n s c r i p c i ó n  e n  e l
R e gi s t ro  Me r c an t i l  d e  l a s  p er so na s
f í s i c a s  p r o f e s i o n a l e s  q u e  p r e s t a n
se r v i c i o s  d e s c r i t o s  e n  e l  a r t í c u l o
2. 1. o)  de  l a  L ey  10/2010,  de  28 d e
abril ,  de prevención del blanqueo d e
capitales y financiación del terrorismo.

Con la finalidad de impulsar medidas  para la puesta en funcionamiento del
Regi stro de  presta dores d e  serv ic ios a  sociedad es y  f i de icomi sos  y para
dar cumplimiento a la DA Única de la Ley 10/2010, de 28 de abril, que señala que
el formulario de inscripción en el Registro Mercantil de las personas físicas
prestadoras de servicios a sociedades y fideicomisos se aprobará mediante orden
la Ministra de Justicia, desde el propio Ministerio se realizó consulta pública sobre
el formulario de inscripción en el Registro Mercantil  de las personas físicas
profesionales que prestan servicios descritos en el artículo 2.1.o) de la Ley 10/2010,
de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo,
la cual finalizó el pasado 7 de agosto.

Según la  nota  publ icada  por e l  Minister io  de  Just ic ia :

"La oportunidad de la aprobación de la norma responde a que la mencionada
disposición adicional  única de la Ley 10/2010, de 28 de abri l  (“Registro de
prestadores de servicios a sociedades y fideicomisos”), en la redacción procedente
del citado Real Decreto-ley 11/2018, de 31 de agosto, prevé en su apartado 1
que las personas físicas o jurídicas que de forma empresarial o profesional presten
todos o alguno de los servicios descritos en el artículo 2.1.o) de la ley, deberán,
previamente al inicio de sus actividades, inscribirse de forma obligatoria en el
Registro Mercantil competente por razón de su domicilio".

El apartado 2 de dicha disposición adicional establece que, en el caso de
per sonas f ísicas profesionales , su inscripción se practicará exclusivamente de
forma telemática con base en un formulario preestablecido aprobado por orden
del Ministro de Justicia.
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Directiva sobre suministro de
contenidos o servicios digitales

E l  D ia r i o  O f i c i a l  d e  l a  Un ió n  Eu ro pe a  ( DO UE)  de l  2 2  de  may o  de  2 0 1 9
pu b l i c a b a  l a  D i r e c t i v a  U E  2 0 1 9 / 7 7 0  d e  2 0  d e  m ay o  d e  2 0 1 9  r e l a t i v a  a
de t e r minados aspectos de los contratos de sumin istro de contenidos y servic ios
dig itales ,  proporcionando un al to n ivel de protección de lo s consumidores.

Establece una serie de normas comunes sobre determinados requisitos relativos
a los contratos celebrados entre empresarios y consumidores para el suministro de
contenidos o servicios digitales, en particular sobre:

-  la  c onfo rmidad de lo s  co nten ido s
o  s e r v i cios digitales con el contrato,

- las medidas  correc toras en caso de
fal ta  de conformidad o incumpl im iento
del  suminis tro y las modalidades para
ex igirlas, y

-  la  modi f i cac ión  de lo s  cont enido s
o  se r v icios digitales.

Además,  estas personas f ísicas profesionales deberán,  de acuerdo con
el  apartado 8 de la misma disposición adicional única, depositar en los
tres primeros meses de cada año un documento en el que manifiesten los
datos que se indican en la misma disposición, lo que también se hará de
f o r m a  e x c l u sivamente  te lemática  y  de  acuerdo con e l  formular io
preestablecido por orden del Ministerio de Justicia. Asimismo, establece que
en la orden aprobatoria del modelo se establecerán las medidas que se estimen
necesarias para garantizar la seguridad de la indicada comunicación.

Por último, el apartado 9 de la disposición adicional referida autoriza al
Ministerio de Justicia para que por medio de la Dirección General de los
Registros y del Notariado dicte las órdenes, instrucciones o resoluciones que sean
necesarias para el desarrollo de lo establecido en la indicada disposición adicional".

El  ob jet iv o d e  e sta  in ic i a t i va  ra dic a  e n l a  p róx im a p ubl icación del
formulario de inscripción en el Registro Mercantil de las personas físicas que
prestan servicios descritos en el artículo 2.1.o) de la Ley 10/2010, de 28 de
abril, así como de los datos que dichas personas deben declarar anualmente,
y establecer las medidas necesarias para garantizar la  seguridad de las
indicadas comunicaciones.
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Esta Directiva entrará en vigor a los 20 días de su publicación en el Diar io  Ofi cia l  de la  Unión
Europea (DOUE) , es decir, el 11 de junio de 2019, finalizando su plazo de transposición el 1 de
jul io de 2021, siendo aplicable a partir del 1 de enero de 2022, a excepción de los previsto en los
artículos 19 y 20, que solo serán de aplicación a los contratos celebrados a partir  de esa fecha.

  Se entiende por “contenido digital”, los datos
producidos y suministrados en formato digital

 M ient ras  que,  por  “se rv i c io  d ig i t a l”  se
ent iende :

a) un servicio que permite al consumidor crear,
tratar, almacenar o consultar datos en formato
digital, o

b )  un  s e r v i c i o  qu e  pe r m i t e  c o m p ar t i r
da tos  en formato digital cargados o creados por el consumidor u otros usuarios de ese servicio, o
interactuar de cualquier otra forma con dichos datos.

¿Cuál es el ámbito de  aplicación de esta norma?.
Pun tos centrales de  la nueva d irect iva

Se aplicará a todo contrato en virtud del cual el empresario suministra o se compromete a
suministrar contenidos o servicios digitales al consumidor y éste paga o se compromete a pagar un precio.

También se  apl icará cuando e l  empresar io  suminis t re o  se  comprometa a suminis t rar
contenidos  o  serv i cios  d ig ita les  a l consumidor  y  este  fac i l i te  o  se comprometa a fac i l itar
da to s  pe r s o na l e s  a l  em pr e s a r i o ,  s a l v o  c uando  l o s  da t o s  pe r s o na l e s  fa c i l i t ado s  po r  e l
c o n s um i do r sean tratados  exc lusivamente por  e l  empresar io  con e l f in de suminis trar  los
c o n t en i do s  o  s e r v i c i o s  d i g i t a l e s  c o n  a r r eg l o  a  l a  p r e s e n t e  D i r e c t i v a  o  p ara permiti r
que e l  em pre s a r i o  cum p la  l os  r equ i s i t o s  l ega l e s  a  lo s  que  es t á  s u j et o ,  y  e l  em pr esar io
no t rate  esos  datos  para ningún o tro  fin.

En el artículo 3 de esta directiva, se prevén aquellos contenidos y contratos a los que no será de
aplicación ésta.

Destaca el considerando (33) en el que se explica que los contenidos o servicios digitales suelen
combinarse con el suminist ro de bienes  u o tros  servicios y  ofrecer se a l consumidor  dentro del
mismo contrato, que comprende un paque te de d i s t intos  e lementos ,  como la  pres tac ión de
ser v i c i os  de te levisión digital y la adquisición de equipamiento electrónico. En tales casos, el
contrato entre el consumidor y el empresario incluye elementos de un contrato de suministro  de
contenidos o servicios digitales, pero también elementos de otros tipos de contratos, como los de
compraventa de bienes o de prestación de servicios.

>

>
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La presente Direct iva debe apl icar se únicamente a los  elementos del contrato global que
consi stan en el s umin i s t r o  de  co n t en i dos  o  s e r v i c i os  d ig i t a l e s .  L o s  demás  e l em ent os del
contrato deben regirse por las normas aplicables a dichos contratos.

Para el empresario, existen varias maneras de suministrar los contenidos o servicios digitales al
consumidor.  Debe considerar se que los contenidos o serv icios digita les están di sponibles o
accesibles para el consumidor cuando los contenidos o servicios digitales, o cualquier medio adecuado
para acceder a ellos o descargarlos, hayan llegado al entorno del consumidor y no sea necesario
ningún otro acto del empresario para que el consumidor pueda utilizarlos conforme al contrato.

Los contenidos o servicios digitales deben cumplir los requisitos pactados entre el empresario y
el consumidor en el contrato. En particular, deben cumplir la descripción, la cantidad (por ejemplo,
el  núm er o  de  ar c h i v os  m us i c a l es  a  lo s  que  s e  puede  a c c ede r ) ,  l a  c a l i dad  ( po r  e j em plo ,
la  r e s o l u c i ó n  de  l a s  im áge ne s ) ,  e l  i d i o m a  y  l a  v e r s i ó n  pa c t ado s  en  e l  c o n t r ato .  Deben
poseer también la  segur idad,  la  func ionalidad, la compatibilidad, la interoperabilidad y demás
características, según disponga el contrato.

La ca rga de l a  prueba  respec t o  a s i  l o s  contenidos  o  serv i c io s  d ig i ta les  se suministraron
de co nfor midad co n e l  artículo 5, recaerá en el empresario.

El consumidor  podrá
e je r c er  de l  der e c ho  a
r e s o l v e r  e l  c o n t r a t o
mediante una declaración
al empresario en la que
exprese su dec is ión de
resolverlo.

En caso de resolución del
contrato , e l empresario
reembolsará al consumidor
todos los importes pagados
con arreglo al contrato,
no pudiendo imponer al
consumidor cargo alguno
p o r  e l  r e e m b o l s o ,  y
e fe c tuándose en el plazo
de 14 días .

P o r  ú l t i m o ,  e s t a
d i r e c tiva in tr o duce  do s
pequeñas modificaciones en:

R e g l a m e n t o  ( U E )
2017/2394

Directiva 2009/22/CE
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Información General

Crédito público y plan de pagos
La sentenc ia de la Sala 1ª  del  Tribunal  Supremo de 2 de ju l io de

2019, abarca diversas cuestiones novedosas en relación con los requisitos

necesar ios para que e l  deudor de buena fe  obtenga e l  benef ic io  de

exoneración del  pasivo insatisfecho en el concurso de acreedores.

La reciente sentencia la dicta el pleno de la Sala 1ª, lo que admite razonar

que los principios y pronunciamientos recogidos en la sentencia emergen con

la intención de convertirse en el arranque de una jurisprudencia sólida en

materia de segunda oportunidad.

La primera de las cuestiones que analiza la sentencia es relativa a qué ha

de entenderse como deudor de buena fe.  En el referido caso de autos, la

Agencia Tributaria denunciaba la inexistencia de buena fe exigida por el

art. 178 bis 3 LC amparada en el hecho de que en la solicitud inicial se hubiera

omitido la existencia de un crédito contra la masa que luego, al oponerse el

organismo público, fue admitida.

Sin embargo, el TS establece que la denuncia de la inexistencia de buena fe

exigida por el art.  178 bis 3 LC, se desvincula del concepto general del

art. 7.2 del código c ivi l ,  y se debe ceñir a que el deudor cumpla con las

exigencias contenidas en los ordinales 1º, 2º y 3º del apartado 3 del art. 178

bis LC: el concurso n o  h a y a  s i d o

calificado culpable; e l  d e u d o r

c o ncursado no h a y a  s i d o

c o n d e n a d o  p o r sentencia firme

por determinados delitos patrimoniales;

y se hubiera acudido al procedimiento

de l  acuerdo extrajudicial de

pagos con carácter p r ev i o  a  l a

a p e r t u r a  d e l c o n curso .  Y ,

además, en función de la alternativa

que se tome,  la e x o n e r a c i ó n

i n mediata de l ordinal 4º o la

exoneración en cinco años del ordinal 5º, se han de cumplir otras exigencias propias

de esa alternativa.

La segunda de las cuestiones se refiere a la pos ibi l idad  o imposibilidad de

modificar las vías que la ley prevé como alternativas en el art. 178 bis 3.4º -

exoneración inmediata- o 5º-exoneración diferida en el tiempo-.
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En el caso de autos, la solicitud inicial del deudor optaba por la exoneración

del ordinal 4.º del apartado 3 del art. 178 bis LC, frente a la demanda de

oposic ión de la AEAT que niega se cumplan los requisitos propios de esta

alternativa. Pues bien, para la Sala no existe inconveniente en que el deudor

opte formalmente por la alternativa del ordinal 5.º, siempre y cuando se

cumplan las garant ías legales que permitan la contradicc ión sobre e l

cumpl imiento de los requisitos propios de la alternativa del ordinal 5.º

La última de las cuestiones que se resuelve por el Tribunal Supremo -y a

nuestro juicio la que resulta más trascendental- es si en el concurso consecutivo

el crédito público debe someterse al plan de pagos general que presenta el

deudor para obtener la exoneración del pasivo insatisfecho, o si los acreedores

públicos pueden exigir al deudor que los aplazamientos o fraccionamientos de

dicha deuda pública se sometan a las normas y trámites específicos, propios del

derecho administrativo, ajenos a la normativa concursal.

Cabe resaltar que, en el caso de autos, la Agencia Tributaria denuncia que el

apartado 6 del art. 178 bis LC imposibilita que el plan de pagos pueda acordar

aplazamientos fraccionamientos del crédito publico, al remitirse a lo dispuesto

en su normativa específica.

Sin embargo, analizando el preámbulo, los antecedentes normativos y los

instrumentos internaciones adoptados antes y después de su regulación, la Sala

concluye que, aprobado judicialmente el plan de pagos, no es posible dejar su

eficacia a una posterior ratificación de uno de los acreedores, en este caso el

acreedor público. Para la Sala esta contradicción haría prácticamente ineficaz

la consecución de la finalidad perseguida por el art 178 bis LC, y que no es otra

que facilitar al mayor número de personas el beneficio de exoneración del pasivo

insatisfecho. Así el Supremo considera que «la ley, al articular la vía alternativa

del ordinal 5.º, bajo la ratio de facilitar al máximo la concesión del beneficio,

pretende facilitar el cumplimiento de este requisito del pago de los créditos

contra la masa y privilegiados, y para ello le concede un plazo de cinco años, pero

le exige un plan de pagos, que planifique su cumplimiento. Bajo la lógica de esta

institución y de la finalidad que guía la norma que es facilitar al máximo la

«plena exoneración de deudas».

No obstante ello, el juez, previamente, deberá oír

a las partes personadas (también al acreedor público)

acerca de las alegaciones que presenta el plan de

pagos, y atender solamente a aquellas razones

objetivas que justifiquen la desaprobación del plan.

Resulta interesante esta cuestión, toda vez que

en el proceso concursal, de modo general prima el

objetivo del pago a los acreedores. Sin embargo,

cuando el deudor reclama la concesión del beneficio

de segunda oportunidad, el foco debe trasladarse, no a los derechos de los

acreedores, sino al derecho del deudor a ser exonerado.
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Transmisión de
negocio sin

transmisión del local
¿ Se mantienen las condiciones de  transmisión

de unidad económica?.

En ocasiones,  la compra de un negocio no
comporta la  adquisición del local donde se
desarrolla la actividad, sino que éste se arrienda.
Los empresarios que quieran adquirir un negocio en
estas condiciones se preguntarán si est a adquisición
excluyendo el local mantiene las condiciones fiscales de
no sujeción a IVA, aplicables a la  transmisión de
unidades económicas autónomas.

“La transmisión de un conjunto de elementos corporales y, en su caso, incorporales que,
formando parte del patrimonio empresarial o profesional del sujeto pasivo, constituyan o
sean susceptibles de constituir una unidad económica autónoma en el transmitente, capaz de
desarrollar una actividad empresarial o profesional por sus propios medios, con independencia
del régimen fiscal que a dicha transmisión le resulte de aplicación en el ámbito de otros
tributos y del procedente conforme a lo dispuesto en el artículo 4, apartado cuatro, de esta Ley.”

Pues bien; según TJUE 10 de noviembre de 2011 (Asunto C-444/10, Christel Schriever), el
hecho de que se transmitan los activos y pasivos y el personal, afectos a una actividad,
excepto el inmueble donde se desarrolla la misma, que éste es arrendado al adquirente, no impide
la aplicación del supuesto de no sujeción a la operación al IVA, siempre y cuando el
arrendamiento sea de forma duradera y el inmueble sea necesario para el desarrollo de la
actividad. Por lo tanto, el traspaso de un negocio, estará no sujeto a IVA, siempre que
se pueda considerar que se transmite una unidad económica autónoma, aún cuando dentro de la
cesión del mismo, no se incluya el local, que simplemente se arrienda.

Ahora bien, no olvidemos que el arrendamiento de local de negocio está sujeto y no
exento de IVA, por lo que, el arrendador deberá repercutir el IVA en las facturas de alquiler.

En caso de que se transmita la propiedad del local, el vendedor no deberá efectuar
regularización alguna por la entrega de bienes de inversión, puesto que el adquirente se
subrogará en la posición del vendedor respecto de dichos bienes y derechos, por aplicación de
las normas contenidas en el artículo 20.Uno.22º y en los artículos 92 a 114 de la Ley del IVA.

Volviendo al tema de la transmisión del negocio empresarial, cabe mencionar que no se
exige que el adquirente realice la misma actividad a la que estaban afectos los elementos
adquiridos, pero si es necesario que acredite su intención de mantenerlos afectos al desarrollo
de una actividad empresarial o profesional, ya que, si desafecta los bienes o derechos
adquiridos, cada t ransmisión t ributará de acuerdo con las reglas generales del IVA.
Por lo que,  si se transmite la propiedad del local sin que se cumplan el resto  de los
requisitos, dicho transmisión estará sujeta y no exenta de IVA.
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F o r m ac i ó n

C o n t i n ua da
Nuevo reglamento europeo para

conflictos familiares internacionales:
entrada en vigor y puntos de interés

Reglamento (UE) 2019/1111 del consejo,
de 25 de Junio de 2019

El pasado día 2 de julio de 2019 fue publicado en el Diario Oficial de la Unión
Europea el nuevo Reglamento (UE) 2019/1111, de 25 de junio de 2019, sobre
competencia, reconocimiento y ejecución de resoluciones en materia
matrimonial y de responsabilidad parental, así como sobre sustracción
i n t e r n a c i o n a l  d e  m e n o r e s  ( t ex t o  d e l  r e g l a m e n t o  d i s p o n i b l e  a qu í ) .
https:/ /www.boe.es/doue/2019/178/L00001-00115.pdf

Con la nueva normativa, la Comisión renueva la última legislación en cuestión de
conflictos familiares internacionales, en concreto el Reglamento (CE) nº 2201/2003
del Consejo, de 27 de noviembre de 2003.

El nuevo texto comunitario se aplicará a partir del 22 de agosto de 2022.
El texto inclu ye además normas aplicables  a los casos  de traslado o retención
ilíc itos de u n menor que afecten a más de u n Estado miembro, completando el
Convenio de La Haya de 1980.

No será, sin embargo, de
aplicación el Reglamento a
l a  d e t e r m i n a c i ó n  y  a  l a
impugnación de la filiación;
a  las  res o lu c i o n es  s o b re
adopción y medidas que la
preparan, ni a la anulación
y revocación de la adopción;
al  nombre y  apellidos  del
menor; a la emancipación; a
las obligaciones de alimentos;
a  l o s  f i d e i c o m i s o s  y  l a s
sucesi ones , ni  a las  medid as  adoptadas  a c onsecu en cia de i nfraccio nes  del
Derech o penal cometidas  po r lo s  menores.

http://www.boe.es/doue/2019/178/L00001-00115.pdf
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Ámbito de aplicación de la norma

El Reglamento (UE) 2019/1111 de 25 de junio de 2019, se aplica a
las materias civiles relativas al divorcio, la separación legal y la
nulidad matrimonial. También a las relativas a la atribución,
el ejercicio, la delegación, la restricción o la finalización de
la responsabilidad parental.  Estas  ú ltimas podrán incluir,  en
particular, el  derecho de custodia y el derecho de visita; la
t u t e l a ,  l a  c u r a t e l a  y  o t r a s  i n s t i t u c i o n e s  a n álogas; la
designac ión y las funciones de toda persona u organismo
encargado de  ocuparse de  la persona o de  los  bie nes de un
menor, de representarlo o de prestarle asistencia; el acogimiento
de un menor en un establecimiento o un hogar de acogida, y
las medidas de protección del menor ligadas a la administración,
conservación o disposición de los bienes de un menor.

El texto in clu y e ad emás  normas aplicables a los casos de
traslado o retención ilícitos de un menor que afecten a más de
un Estado miembro, completando el Convenio de La Haya de 1980.

N o  s e r á ,  s i n  e m b a r g o ,  d e  a p l i c a c i ó n  e l  R e g l a m e n t o  a  l a
determinación  y a la impugnación de la filiación; a las resoluciones
sobre adopción y medidas que la preparan, ni a la anulación y revocación
de la adopción; al nombre y apellidos del menor; a la emancipación; a las
obligaciones de alimentos; a los fideicomisos y las sucesiones, ni a las
medidas adoptadas a consecuencia de infracciones  del Derecho penal
cometidas por los menores.

Competencia en materia matrimonial y de responsabilidad
parental

En primer lugar la norma atribuye la  competencia general en
asuntos relativos al divorcio, la separación legal y la nulidad
matrimonial, a los órganos jurisdiccionales del Estado miembro
en cuyo territorio se encuentre la residencia habitual de los  cón yu ges;
el  ú lti mo lu gar  de residencia habitual de los cónyuges, siempre que

uno de ellos aún resida allí; la residencia habitual
del demandado; en caso de demanda conjunta,
la residencia habitual de uno de los cónyuges; la
residencia habitual del demandante si ha residido
allí  du rante al  menos u n año inmediatamente
antes de la presentación  d e  l a
demanda, o la residencia habitual

del demandante en caso de que haya residido allí al
menos los seis meses inmediatamen te anter iores  a la
presen taci ón d e la  demanda y  de qu e sea nacional
del Estado miembro en cuestión; o bien a los órganos
jurisdiccionales del Estado miembro de la nacionalidad
de ambos cónyuges.
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A s i m i s mo ,  e l  ó rg a n o  j u r i s d i c c i o n al  d e l  E s t a d o  m iembro que

hubiere dictado una resolución acordando u na separación legal será
competente para convertir dicha separación legal en divorcio, si la ley
nacional lo prevé.

Por  lo  qu e resp ecta  a la respon sabi lidad parental,  los  órganos
ju risdiccionales de un Estado miembro serán competentes respecto
de un menor que resida habitualmente en dicho Estado miembro en el
momento en que se acuda al órgano jurisdiccional, salvo lo dispuesto
en el Reglamente en relación con los  derechos de vis ita,  en caso de
traslado o retención i líci tos de u n menor o los su puestos de elección
del órgano jurisdiccional.

El texto también se refiere a los casos en que no pueda determinarse
la resi denc ia h abitu al del  meno r, s ien do c ompetentes  los  ó rgan os
jurisdic c i o n ale s  d e l  E s ta d o  mi embro  en  e l  qu e  es té  p res en te ,  a  la
remisión de competencia a u n órgano ju risdiccional de otro Estado
miembro y a la transferencia de competencia solicitada por un órgano
jurisdiccional de un Estado miembro que no tenga competencia.

Sustracción internacional de menores

La norma incluye disposiciones que
serán de aplicación y complementarán
el Co nv en io  d e  L a  H a y a  d e  1 9 8 0
cu ando u na persona, institu ción u
organismo que invoque una violación
del derecho de custodia solicite al
órgano ju risdiccional de un Estado
miembro qu e  d ic te  u n a  res olu c ió n
p or la cual se ordene la restitución
de un menor de dieciséis años que
haya sido trasladado o retenido de
forma ilícita en un Estado mi embro
dis tinto de l  Es tado  miembro  en el
qu e  el  meno r tenía su  residencia habitu al inmediatamente antes  de
su traslado o retención il í c i to s .  A simi smo se o cu pa  de la recep ción  y
tram i tac i ó n  d e  e s tas  s o l i c i t u d es ,  d e  las  fo r mas  a l te rn at i v as  d e
re s o l u c i ó n  d e  l i t i g i o s  e n  c u al q u i e r  fa s e  d e l  p r o c e d i mi e nto  y  d el
dere c h o  d e l  men o r  a  exp r es ar  s u  o p i n i ó n  en  e s to s  pr oc e s os  de
re st i t uc ió n .

Además regula el  procedimiento de restitu ción de u n menor y la
ejecu ción de las resoluciones que ordenan su restitución, así como el
procedimiento siguiente a la denegación de restitución del menor.
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Reconocimiento y ejecución de resoluciones

El nu evo Reglamento establece qu e las  resolu ciones  dictadas en
un Estado miembro h an d e ser recono cidas  en  los  demás E stad os
miembros sin necesidad de recu rrir a procedimiento especial alguno.
Asimismo determina los documentos que deben presentarse para dicho
reconocimiento: copia de la resolución que reúna las condiciones necesarias
para establecer su autenticidad y el certificado apropiado, y prevé los
supuestos de suspensión del procedimiento.

Por otra parte el texto aborda cuestiones tales  como la ejecución
de dichas resoluciones, la expedición de certificados  y los  motivos  de
denegación del reconocimiento de las resoluciones en materia matrimonial y
de responsabilidad parental, así como los de denegación de la ejecución de
las resoluciones en materia de  res pons abi l idad  parenta l.

E n  e s t e  m i s m o  c o n t e x t o ,  l a  n o r m a  i n c o r p o r a  l a  n o r m a t i v a
aplicable al reconocimiento y ejecución de determinadas resoluciones
privilegiadas, tales como las que concedan derechos de visita  y las
dictadas con arreglo al artícu lo 29, apartado 6, en la medida en que
impl iqu en la  re stitución del menor.  In clu y e la  regu lac ión del
ce r t i f i c a d o  p a r a  e s t a s  r e s o l u c i o n e s ,  d e  l a  d e n e g ac ión de su
reconocimiento y  ejecu ción.

A s i mi s mo  e l  te xto  rec o ge  u n a  s er i e  d e  d i s p o s i c i o n es  c o mu n es
ap li cables al procedimiento de ejecución de resoluciones  dictadas en
otro Estado miembro, a  la  s u s p ens i ó n d e l  mi s mo  o  a  la d enegaci ó n
d e  la  e j ec u c i ó n .  Y  regu la  e l  re c o n o c i mi en to  y  e j ec u c i ó n  d e  lo s
d o c u mentos públicos y de los acuerdos que hayan s i do  fo rmal izad os
o  registrados en materia de divorcio, separación legal y responsabilidad
parental.

Cooperación en materia de responsabilidad
parental

Dispone el Reglamento que c ada Estado miembro debe  de sign ar
u n a o  v a r i as  a u t o r i d a d es  c en t r a l e s  e n c ar g a d a s  d e  a si s t ir l o  e n
l a aplic ac ión  de  la n u ev a  no rma c o n resp ec to  a  las  c u est i o nes
d e  r e s po n s a bi l i d ad  p ar e n t al  y  p r e c i s a r á  s u s  c o mp et e n c i a s
t e r r i t o r i a l e s  o  m a t e r i a l e s .  D i c h a s  a u t o r i d a d e s  c e n t r a l e s
p r o p o r c i o n arán  i n f o rma c i ó n  s o bre  la  n o rma t i v a ,  p r o c ed i mientos
y s erv i c io s  n ac i o n ales  d i s p o n i b les  en  es ta  mater i a ,  ad o p tarán  las
medid as  q u e  c o n s i d e r e n  a p ro p i ad a s  p a r a  m e j o r a r  l a  a p l i c a c i ó n
d e l  p resente Reglamento y cooperarán y promoverán la cooperación
entre las autoridades competentes de sus respectivos Estados miembros
con el fin de cumplir sus objetivos.

La norma detalla las medidas que han de adoptar y se refiere a l a
c ooperación en la recogida e intercambio de información pertinente
en procedimientos en materia de responsabilidad parental.
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Además un órgano jurisdiccional de un Estado miembro podrá pedir

a los órganos jurisdiccionales o a las autoridades competentes de otro
Estado miembro que le asistan en la aplicación de las resoluciones en
materia de responsabilidad parental, en particular para garantizar el
ejercicio efectivo de los derechos de visita.

El texto también contempla el procedimiento de acogimiento de
un menor en otro Estado miembro.

La norma incluye una serie de disposiciones aplicables al tratamiento
de todas las petic iones  y  solic itu des qu e contempla, relativas  a la
cooperación y comunicación entre órganos jurisdiccionales, a la obtención
y transmisión de información, a las  notificaciones  o no divulgación
de información, formalidades o lenguas.

Por último, el texto prevé la posibilidad de que la Comisión adopte actos
delegados relativos a la modificación de los anexos I a IX con objeto de
actualizarlos o introducir en ellos modificaciones técnicas.

Modificaciones legislativas

- Reglamento (CE) 2201/2003: qu eda derogado a partir del  1 de
agosto de 2022, a reserva de lo dispuesto en el artículo 100, apartado
2, del nuevo Reglamento.

Entrada en vigor y disposiciones transitorias

El Reglamento (UE) 2019/1111, de 25 de junio de 2019, entrará
en vigor el 22 de julio de 2019, a los veinte días de su publicación
en el Diario Oficial de la Unión Europea, y se aplicará a partir
del 1 de agosto de 2022, a excepción de los artículos 92, 93 y 103
-–modificación de los anexos, ejercicio de la delegación e
información que debe comunicarse a la Comisión--, que serán
de aplicación a partir del 22 de julio de 2019.

El Reglamento solo será aplicable a los procedimientos
incoados, a los documentos públicos formalizados o registrados
y a los acuerdos registrados el 1 de agosto de 2022 o después de
esa fecha. Por otra parte, el Reglamento (CE) 2201/2003, que
se deroga, seguirá aplicándose a las resoluciones dictadas
en procedimientos ya incoados, a los documentos públicos
formalizados o registrados y a los acuerdos que hayan adquirido
fuerza ejecutiva en el Estado miembro en el que hayan sido
celebrados antes del 1 de agosto de 2022 y que entren dentro
del  ámbito de aplic ación de  dic ho Reglamento.
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 Los podríamos definir, como el conjunto
o cadena de caracteres o expresiones
alfabéticas, numéricas o alfanuméricas,
separados por puntos, que pertenecen a
la  mi sma persona f í s ica o  juríd ica,
identificativos e individualizadores de los
distintos recursos, dispositivos, servidores
y/o equipos conectados entre sí.

 Elección y asignación

Los nombres de dominio son parecidos
a un número de teléfono, pero lo que
destaca en los nombres de dominio es que
se pueden escoger estos, se puede elegir
para que resulte vistoso, fácil de recordad, etc.
El Domain Name System es un sistema
mnemotécnico que permite asignar un
nombre único, propio, que se podrá utilizar
en todo el mundo para los equipos
informáticos que están conectados a Internet.

Los nombres de dominio en Internet
como signo distintivo del empresario

Los nombres de dominio son s ignos que se ut i l i zan para poder
localizar o identif icar un equipo informático conectado a la red.

Se puede de f in ir,  de  conformidad con lo
di spuesto en el Diccionario del español jurídico,
como  una "cadena de caracteres a lfanumér icos
que define un ámbito de internet perteneciente a
la misma persona f ís ica o jur ídica y que permite
ident if icar  los  d is t intos  recursos y dispos i t ivos
conectados a internet de esta."

Así también, son definidos jurisprudencialmente, por ejemplo, como
"la traducción mediante expresiones alfabéticas, numéricas o alfanuméricas (esto
es, mediante palabras, cifras o mezcla de unas y otras) de las denominadas
"direcciones IP". Estas últimas, a su vez, son uno de los elementos claves de
internet y consisten en conjuntos de números, separados por puntos, que
individualizan e identifican los servidores y otros equipos conectados entre
sí." (STS de 04.06.2010, recurso 2408/2009)

O como indica la STS 302/2016 de 9 de mayo, "la OMPI (Organización
Mundial de la Propiedad Intelectual) define el nombre de dominio como la
dirección fácilmente comprensible para el usuario de un ordenador, normalmente
en forma sencilla de recordar o identificar".

Los nombres de dominio son otro de
los elementos distintivos del empresario,
ya que sirve para distinguirlo de entre
el resto de empresas,  es único de la
empresa y característico.

Han adquirido mayor importancia con
el paso de lo s  años y  sobre todo en
los  ú lt imos tiempos, debido al auge de
Internet, sirven los nombres de dominio
para distinguir la empresa al igual que
lo s  o t ros  e lemento s  d i s t in t ivo s  de l
empresario más tradicionales.



19
La asignación de nombre de

dominio (.es) se rige por la
Disposición Adicional Sexta de
la Ley 34/2002,  de 11 de
julio, de Servicios de la Sociedad
de la Información y de Comercio
Electrónico , desarrollada por el
Plan Nacional de Nombre de
Dominio de Internet, aprobado
por Orden ITC 1.542/2005
(PNND), de 19 de mayo (BOE
de 31 de mayo de 2005), y
donde se señala como Autoridad
de asignación a Red.es -art. 2.1
PNND- y se establece que los
n o m b r e s  d e  d o m i n i o  d e
segundo nivel son los que se asignan a  lo s
solicitantes legitimados -art. 6 PNND- es decir:

a las personas físicas o jurídicas y las
entidades sin personalidad que tengan
intereses o mantengan vínculos con España

siempre que no estén previamente
asignados

no prohibidos

cumplan las normas de sintaxis y demás
requisitos para la atribución del nombre
de dominio '.es', señalando el artículo
14 PNND que la responsabilidad del uso
de un nombre y dominio y el respeto a
los derechos de propiedad intelectual e
industrial corresponden a la persona u
organización a la que se haya asignado
dicho nombre de dominio, precepto que
reproduce casi literalmente la disposición
adicional sexta de la Ley 34/2002

Niveles

Dentro de los nombres de dominio se
diferencia entre nombres de dominio de
primer nivel o de segundo y tercer nivel.

Pr imer n ivel

- Los de primer nivel se conforma
tanto por los genéricos -com, net, org,
gob, edu- ente otros,

Son  a s i gn ados  po r in s t i t uc ione s
des i gnadas por el ICANN ( Internet
Corporation for Assigned Names and
Numbers), que es la organización no
gubernamental de coordinación mundial
de políticas en materia de nombres de
dominio

Segundo nive l

Estos identifican el país

En España  v iene regulado por la
Orden ITC/1542/2005 de 19 de mayo,
que  ap ru eba  e l  P l an  Nac i on a l  d e
nombres de dominio en Internet bajo el
cód igo  de  pa í s  co r re spond i en te  a
España(".es")

Podrán solicitar la asignación de un
nombre de dominio de segundo nivel
las  personas  f í s icas  o juríd icas  y l as
en t idades sin personalidad que tengan
intereses  o mantengan  vínculo s  con
España.

L imi t ac iones

* no podrá asignarse un nombre de
d o m in i o  q u e  c o i n c i d a  c o n  a l g ú n
domin io  d e  primer nivel (tales como
«. edu» , «. com» , «. gov» , «. mil» , «. uk» ,
«. fr» , «. ar» , «. jp» , «. eu»)
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* o con uno de los propuestos o

que esté en trámite de estudio por la
organización competente para su creación,
si bien, en este caso, la prohibición sólo
se aplicará cuando, a juicio de la autoridad
de asignación, e l uso del nombre de
dominio pueda generar confusión.

* Tampoco podrán asignarse nombres
de  domin io  de  s egundo  n iv e l  que
coincidan con nombres generalmente
conocidos de términos de Internet cuyo
uso pueda generar confusión.

Tercer n ivel

En el tercer nivel podrán asignarse
nombres de dominio bajo los siguientes
indicativos «. com. es» , «. nom. es» ,
«. org. es» , «. gob. es» y «. edu. es».

La meritada Orden ITC/1542/2005
también se encarga de su regulación.

Entre los nombres de dominio y las
marcas existe un pequeño conflicto, ya
que hay un  s i s tema de producción
jurídica muy diferente entre los signos
identificadores tradicionales y este, el de
nombres de dominio, y también porque
hay un valor muy distinto entre ellos.

Los nombres de dominio están
mu y  v a l o r a d o s  h o y  e n  d í a,
porque s irven para ident if icar
una empresa o sus productos
inmediatamente y es un sistema
muy util izado, debido al auge
de l a s  nu eva s  t e cno l o g í a s  y
principalmente de Internet.

En estos conflictos debemos
destacar tamb i én  e l  c a s o  d e  l a
p i r a t e r í a , aunque en  E spaña
los  casos han sido relativamente
escasos en comparación con otros
Estados, también se han producido
algunos, pero principalmente en
relación con los dominios .com y
no tanto con los .es.

En estos casos se hacían inscripciones
de dominio que coincidían con las de
otras empresas muy conocidas, para
utilizarlo para cerrar el registro a los
creadores de dicho dominio inicialmente,
y después vendérselo a dichos creadores
iniciales o a otra persona que estuviera
interesada.

La existencia de problemas entre los
nombres de dominio y los demás elementos
identificadores de la empresa son muy
habituales, non solo entre esos dos, sino
también con el resto de elementos, para
intentar que solucionar las controversias
que sufran entre estos elementos, se
utilizan la Ley de Marcas 17/2001, y el
Plan Nacional de Nombres de dominio
de In te rnet  ba jo e l  cód igo  de paí s
correspondiente a España.

El registro de nombres de dominio
además no se realiza tan meticulosamente
como el de las marcas, en el que se
vigila que no haya terceros perjudicados,
en el registro de nombres de dominio
no se hace con tanto cuidado.
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En el registro de nombres de dominio
se utiliza el principio de que el primero
que  l l e g a  s e  lo  queda ,  s e  l e  da rá
protección solamente al que haya sido el
primero en regist rarlo, es  por tanto
prácticamente imposible que existan dos
nombre s  d e  domin io  i g ua l e s  en  e l
mi smo dominio (en el mismo top level
domain),  algo que no ocurre en las
marcas, tal y como se ha visto es posible
que existan dos marcas iguales si estas se
refieren a dos productos distintos o a
la prestación de servicios dist intos. De
estos también surge un conflicto, ya que
si los sujetos de ambos trabajan en el
mismo sector o semejante puede dar
lugar a confusiones.

Además por otra parte, puede que se
creen similarmente para uno poder sacar
provecho de la fama o clientela del otro,
este caso se resolvería por el art. 34 de
la Ley de Marcas. Si trabajan en sectores
diferentes de actividad, en este caso el
que primero lo haya so l ic i tado para
reg i s t r a r  s e r á  e l  qu e  s e  l o  quede ,
s iempre que haya actuado de buena fe.

En caso de que en el caso anterior
una de las partes sea la propietaria de
una marca renombrada o notoria, le
corresponderá al titular de dicha marca.

En la Ley de Marcas, el art. 34 ofrece
la única referencia a los  nombres de
dominio, según este, el titular de una
marca puede prohibir que se use esta
en un nombre de dominio, a no ser
que medie su consentimiento. También
en el  c itado Plan exis ten normas que
det e r m i n a n  q u e  s e  p r o h í b e n  l o s
nombres  de dominio que puedan llevar
a la violación de derechos de propiedad
industrial.

Con re l ac i ón  a  lo  an t er io r ,
jurisprudencialmente podemos mentar lo
dispuesto en la sentencia del Tribunal
Supremo 302/2016 de 09 de mayo,
recurso 28/2014, "los conflictos entre
los signos distintivos y los nombres de
dominio pueden surgir cuando exista
coincidencia entre una denominación
registrada como marca y un nombre de
dominio"
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1 .- El Nuevo Reglamento (UE) 2019/1111, sobre competencia, reconocimiento y
ejecución de resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental,
así como sustracción internacional de menores,  no será de aplicación a:

a) la última legislación en cuestión de conflictos familiares internacionales.
b)  la  competencia general en asuntos relativos al divorcio, la separación legal y la
nulidad matrimonial.
c) las medidas adoptadas a consecuencia de infracciones del Derecho penal cometidas
por los menores.

2.- En relación al apartado de cooperación en materia de responsabilidad parental,
el Reglamento contempla:

a) las  resoluciones sobre adopción y medidas  que la  preparan y la anulación
y revocación de la adopción.
b) el procedimiento de acogimiento de un menor en otro Estado miembro.
c) la remisión de competencia a un órgano jurisdiccional de otro Estado miembro y a
la transferencia de competencia  sol icitada por un órgano jurisdiccional de un
Estado miembro que no tenga competencia.

3.-  En términos jurídicos se define el concepto "nombre de dominio" como:

a) los derechos de propiedad intelectual e industrial que corresponden a una persona
u organización.
b)  signo susceptible de representación gráfica, que permita distinguir en el mercado los
productos y servicios ofrecidos por una empresa de los de otras.
c)  cad ena  de  ca ract e re s  a l f a numé r i cos  que  de f ine  u n ám b i t o  de  i nt e r ne t
perteneciente a la misma persona fí sica o jurídica y que permite identificar los
distintos recursos y dispositivos conectados a internet de esta.

4.-  Los  nombres  de dominio se  d i ferenci an en t res  n ivel es ,  los  de segundo
nivel ident i f ican:

a)  el código de país correspondiente.
b) una denominación registrada como marca.
c) sectores diferentes de actividad.

Cuestionario Formativo
A cont inuac ión fac i l i t amos a lgunas

preguntas especificas en referencia  al
«Área de Formación Cont inuada».

La  con t es t ac i ón  de  l as  mi smas  l e
p e r m i t i r á  s a b e r  s i  h a  f i j a d o  l o s
conceptos format ivos propios en esta
materia. Para la comprobación de las
respuestas correctas puede consultar la
última página de nuestro Boletín Oficial.
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Consultorio
Formativo

Sección  d e d icad a a re s pon d er
d e s d e  u n  p u n t o  d e  v i s t a
form ativo y  práctico, cu es tion es
variadas de actu alidad , s u rg idas
por du das y  con su ltas plan teadas
en  el ejercicio de la actividad de
n u es tros  profes ion ales .

Pregunta
¿Cuáles son los plazos de formulación, aprobación y

depósito de cuentas anuales?. ¿Qué modelos de cuentas
anuales pueden presentarse?.

Respuesta
Son Elaboradas por el Consejo de Administración (art. 249 bis LSC),

son aprobadas por la Junta General (art. 160 a) LSC) y se depositan en
el Registro Mercantil.
Los modelos de cuentas anuales que pueden presentarse son:
* Cuentas anuales ordinarias
* Cuentas anuales abreviadas
* Cuentas PYMES, aunque pueden aplicar modelo ordinario o

abreviado si cumplen los requisitos.
* Cuentas mixtas,

presentando balance
ordinario pero cuenta
de Pérdidas y Ganancias
abreviada.
La decisión entre la

elaboración conforme a
un modelo u otro
dependerá del tamaño
que tenga la empresa,
medido a través de tres
criterios cualitativos,
detallados en el
siguiente cuadro .

Respuestas correctas al cuestionario
del Área de Formación Continuada:

1.- c
2.- b
3.- c
4.- a
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